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I N F O R M E P A R A LA V I S T A 

presen tado en el asunto 3 1 5 / 8 5 * 

I. Marco jurídico y exposición de los hechos 

El apartado 2 del artículo 11 del anexo VIII 
del Estatuto de los funcionarios establece: 

«El funcionario.que entre al servicio de una 
de las Comunidades, tras haber cesado en el 
servicio de una administración nacional, o 
internacional o de una empresa, tendrá en el 
momento de su nombramiento definitivo, la 
facultad de hacer transferir a la Comunidad 
en la que preste sus servicios: 

— bien el equivalente actuarial de los dere­
chos a pensión de jubilación que hubiere 
causado en la administración nacional, 
organización nacional o internacional, o 
empresa de que dependía, 

— bien el total de las cantidades que hu­
biere devengado, en concepto de rescate 
de sus derechos, por la caja de pensiones 
de tal administración, organización o 
empresa, en el momento de su cese en el 
servicio. 

»En tal caso la institución en que el funcio­
nario preste servicios, determinará, teniendo 
en cuenta el grado de su nombramiento, el 
número de anualidades que tomará en 
cuenta a efectos de su propio sistema de 
pensiones, en virtud del período de servicio 
anterior, sobre la base de la cuantía del 
equivalente actuarial o del rescate.» 

En lo que se refiere a las personas proce­
dentes de un régimen contributivo, la Ley 
luxemburguesa de 16 de diciembre de 1963, 
modificada por el artículo 7 de la Ley de 14 
de marzo de 1979, establece en su artículo 
18: 

«Cuando una persona pase de un régimen 
de pensión contributivo luxemburgués a un 
régimen de pensión de un organismo inter­
nacional que admita el rescate de los dere­
chos a pensión adquiridos durante los perío­
dos de ocupación anteriores a su nombra­
miento definitivo, las cotizaciones satisfe­
chas al régimen de pensión luxemburgués se 
transferirán a petición del interesado al régi­
men de pensión del organismo internacio­
nal, aplicando un interés compuesto del 4 % 
anual a partir del 31 de diciembre de cada 
año de afiliación.» 

Según su artículo 8, la Ley de 14 de marzo 
de 1979 entró en vigor el primer día del mes 
siguiente a su publicación en el Mémorial, 
con excepción de los apartados 1 y 2 del ar­
tículo 1 que surtieron efecto a partir del 1 
de agosto de 1974. 

En lo que se refiere a los funcionarios del 
Estado luxemburgués que entren al servicio 
de las Comunidades, la Ley luxemburguesa 
de 27 de agosto de 1977 establece en el 
apartado 2 de su artículo 8: 

«Las disposiciones del apartado 1 no ex­
cluyen la aplicación de las disposiciones que 
figuran en el régimen de pensión de institu­
ciones internacionales, y que, o bien sean 
directamente aplicables en el Gran Ducado 
de Luxemburgo, o bien se hayan hecho apli­
cables como consecuencia de acuerdos cele­
brados entre el Gran Ducado de Luxem­
burgo y dichas instituciones, disposiciones 
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que establecen para el funcionario que entre 
al servicio de las mismas instituciones la fa­
cultad de hacerlas transferir: 

— bien el equivalente actuarial de los dere­
chos a pensión de jubilación que hubiere 
causado en la administración nacional 
de que dependía, 

— bien el total de las cantidades que hu­
biere devengado, en concepto de rescate 
de sus derechos, en el momento de su 
cese en el servicio. 

»El funcionario en cuestión podrá optar en­
tre: o bien la aplicación de las disposiciones 
previstas en el apartado 1 (reintegración del 
funcionario en el Estado luxemburgués, pre­
vio pago de un rescate para restablecer sus 
derechos a pensión), o bien las disposiciones 
previstas en el régimen de pensión de la ins­
titución internacional al servicio de la cual 
entró y que son directamente aplicables en 
el Gran Ducado de Luxemburgo, o bien la 
aplicación del acuerdo mencionado ante­
riormente.» 

Al estimar que el apartado 2 del artículo 11 
del anexo VIII prevé para los funcionarios 
de las Comunidades procedentes del sector 
privado y de un sistema contributivo el de­
recho a optar por la transferencia del equi­
valente actuarial de sus derechos a pensión 
en cualquier caso y que la legislación lu­
xemburguesa no prevé esta posibilidad, la 
Comisión, mediante carta de 31 de julio de 
1984, emplazó al Gobierno del Gran Du­
cado de Luxemburgo, en aplicación del pá­
rrafo 1 del artículo 169 del Tratado CEE, a 
presentar sus observaciones sobre el incum­
plimiento comprobado por ella. 

Mediante carta de fecha 25 de julio de 
1984, el Gobierno luxemburgués respondió 
que no podía compartir la postura de la Co­
misión y que, mediante la Ley de 14 de 
marzo de 1979, había cumplido las obliga­

ciones resultantes del apartado 2 del artículo 
11 del anexo VIII del Estatuto. 

La Comisión dirigió, el 30 de abril de 1985, 
al Gobierno luxemburgués, en aplicación del 
párrafo 1 del artículo 169 del Tratado CEE, 
un dictamen motivado imputándole haber 
incumplido las obligaciones que le incumben 
con arreglo al Estatuto de los funcionarios. 
Dado que este dictamen motivado no fue 
objeto de pronunciamiento alguno del Go­
bierno luxemburgués, la Comisión inter­
puso, mediante escrito de fecha 15 de octu­
bre de 1985, un recurso ante el Tribunal de 
Justicia. 

II. Fase escrita y pretensiones de las partes 

El recurso de la Comisión de 15 de octubre 
de 1985 fue registrado en la Secretaría del 
Tribunal de Justicia el 22 de octubre si­
guiente. 

Mediante resolución de 29 de abril de 1986, 
se admitió la intervención del Gobierno del 
Reino Unido y del Gobierno de la Repú­
blica Francesa en apoyo de las pretensiones 
de la parte demandada. 

Previo informe del Juez Ponente y oído el 
Abogado General, el Tribunal decidió ini­
ciar la fase oral del procedimiento sin ins­
trucción previa. Invitó, sin embargo, a la 
Comisión y al Gran Ducado de Luxem­
burgo a responder por escrito a un determi­
nado número de preguntas. Las partes las 
respondieron en los plazos establecidos. 

La Comisión pretende que el Tribunal: 

— declare que el Gran Ducado de Luxem­
burgo, al negar a los funcionarios de las 
Comunidades que opten por la transfe­
rencia del equivalente actuarial en cual­
quier caso, tal como prevé el apartado 2 
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del artículo 11 del anexo VIII del Regla­
mento n° 259/68 del Consejo, por el 
que se establece el Estatuto de los fun­
cionarios (EE 01/01, p. 67), ha incum­
plido una de las obligaciones que le in­
cumben en virtud de los Tratados cons­
titutivos de las Comunidades Europeas; 

— condene en costas al Gran Ducado de 
Luxemburgo. 

El Gobierno del Gran Ducado de Luxem­
burgo pretende que el Tribunal: 

— haga constar en acta que la demandada 
se acoge al buen criterio del Tribunal de 
Justicia en cuanto a la admisibilidad del 
recurso interpuesto el 15 de octubre de 
1985; 

— declare que el Gran Ducado de Luxem­
burgo no ha incumplido las obligaciones 
que le incumben en virtud del Tratado 
CEE al negar a los funcionarios la op­
ción por la transferencia del equivalente 
actuarial de sus derechos a pensión en 
cualquier caso, como prescribe el apar­
tado 2 del artículo 11 del anexo VIII del 
Reglamento n° 259/68 del Consejo, por 
el que se establece el Estatuto de los 
funcionarios; 

— condene en costas a la Comisión de las 
Comunidades Europeas. 

III. Motivos y alegaciones de las partes 

1. La Comisión, aunque subraya las diferen­
cias fundamentales entre los dos principios y 

sus resultados opina que, en el sistema del 
Estatuto, la transferencia del equivalente ac­
tuarial es la regla y el rescate sólo es una 
modalidad especial que funciona como red 
de seguridad. En efecto, según la Comisión, 
el equivalente actuarial es la única técnica 
de transferencia de los derechos a pensión 
que garantiza al funcionario la transferencia 
de sus derechos adquiridos. En cambio, el 
rescate de las cotizaciones sólo afecta al 
caso de las personas que dejan un régimen 
de pensiones sin haber adquirido derechos 
de pensión. En efecto, el reembolso de las 
cotizaciones transferidas no siempre corres­
ponde, ni mucho menos, a los derechos a 
pensión adquiridos. Por ejemplo, en el caso 
de un régimen orientado a conceder rentas 
progresivas en proporción a la antigüedad y 
que base el cálculo de las prestaciones en las 
últimas retribuciones, los derechos a pensión 
serán por necesidad diferentes de las cotiza­
ciones efectuadas al empezar una carrera. 
En lo que se refiere a la Caja luxembur­
guesa de pensión de los empleados privados 
(en lo sucesivo, «CPEP»), las cotizaciones 
no cubren —sigue la Comisión— la parte de 
los derechos adquiridos que son objeto de 
una financiación ajena a la cotización, como 
la aportación del Estado. En el caso del 
Gran Ducado de Luxemburgo, según la Co­
misión, incumbe al Estado y a la colectivi­
dad la financiación de la renta fundamental, 
el ajuste al nivel general de salarios, los 
«aumentos» especiales y los complementos 
de «pensión mínima» (sin repercusión en el 
caso de autos). Con arreglo a la Ley de 23 
de mayo de 1984, el Estado financia un ter­
cio de las cotizaciones. 

Según la Comisión, el concepto de «rescate 
de los derechos a pensión» se refiere tradi­
cionalmente al caso de la persona que 
quiere beneficiarse de la posibilidad de rei­
niciar su carrera en el nuevo organismo en 
el que ha ingresado, mediante el pago de 
una «cantidad global de rescate» calculada 
por este organismo, generalmente en forma 
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de estimación global de cotizaciones. Tal es 
en su opinión el régimen de la Ley luxem­
burguesa de 27 de agosto de 1977, que re­
gula el caso del funcionario internacional 
que se incorpora al servicio del Estado lu­
xemburgués. La misma ley prevé asimismo 
la «cantidad global de rescate» para permitir 
a los funcionarios que lo deseen continuar 
con su seguro. En semejantes casos, la insu­
ficiencia de las cotizaciones pagadas es cu­
bierta por la colectividad. En cambio, en el 
régimen comunitario, basado en el principio 
del equilibrio actuarial, las prestaciones sólo 
están en función de las transferencias efecti­
vas. Si estaba prevista una compensación de 
los derechos adquiridos en una legislación 
nacional para el afiliado que abandona un 
régimen, sería discriminatorio privar al fun­
cionario europeo de esta opción únicamente 
por la razón de que es funcionario europeo. 

La Comisión alega asimismo el principio de 
igualdad de cargas entre Estados miembros 
que implica, en su opinión, que todos esta­
blezcan, en cualquier caso, la posibilidad de 
la transferencia del equivalente actuarial. En 
efecto, en el caso de que esta transferencia 
no hubiera podido hacerse, el funcionario 
tendría derecho a la reconstitución completa 
de su carrera, a lo largo del presupuesto de 
la Comunidad. 

Para justificar su opinión, la Comisión se 
remite a la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia y a la postura que adoptó en las ne­
gociaciones que comenzó a principios de 
1983 con los Estados miembros, sin afirmar 
sin embargo que el Tribunal de Justicia haya 
solucionado ya el problema en cuestión. 

Según la Comisión, el sistema luxemburgués 
discrimina al asegurado luxemburgués, pro­

cedente de un régimen contributivo, que se 
incorpore a las Comunidades con relación a 
la misma persona que se incorpore al servi­
cio público luxemburgués, puesto que éste 
no sólo permite el mantenimiento de los de­
rechos, sino que garantiza la reconstitución 
de la carrera de las nuevas funciones. La 
Comisión impugna pues que exista, según la 
legislación luxemburguesa, una ventaja im­
portante en beneficio de los funcionarios in­
ternacionales en relación con los asegurados 
normales. 

La Comisión estima además que el concepto 
de equivalente actuarial se aplica a cualquier 
régimen de financiación, sobre todo el de 
un organismo sujeto a un régimen público al 
que el Estado contribuye financieramente de 
manera fundamental. 

En lo que se refiere al hecho de haber inter­
puesto un recurso por incumplimiento, 
cuando la cuestión controvertida estaba ya 
pendiente en el Tribunal de Justicia en 
forma prejudicial (sentencia de 4 de mayo 
de 1988, Watgen, 64/85, Rec. 1988, 
p. 2435), la Comisión alega que la acción 
por incumplimiento persigue un objetivo 
propio y es pues admisible en el caso de au­
tos. 

El Gobierno del Gran Ducado de Luxem­
burgo pone en duda, en primer lugar, la 
oportunidad del recurso por incumplimiento 
cuando la cuestión controvertida era ya ob­
jeto de un litigio pendiente ante el Tribunal 
de Justicia. Aunque subraya que no dejará 
de atenerse a la decisión del Tribunal de 
Justicia en este asunto, el Gobierno luxem-
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burgués se acoge al buen criterio del Tribu­
nal de Justicia en cuanto a la admisibilidad 
de la demanda. 

En cuanto al fondo, dicho Gobierno alega 
esencialmente que, según el apartado 2 del 
artículo 11 del anexo VIII del Estatuto y la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia, la 
opción concedida a los funcionarios se li­
mita a la posibilidad de la transferencia de 
los derechos a pensión y no se extiende a las 
modalidades de su cálculo, correspondiendo 
decidir éstas al legislador nacional. 

En lo que se refiere más precisamente a la 
legislación luxemburguesa, este Gobierno 
subraya que el artículo 7 de la Ley de 14 de 
marzo de 1979 concede a las personas que 
abandonan el seguro pensión luxemburgués 
para desempeñar una función internacional, 
la elección entre el mantenimiento de sus 
derechos y la transferencia a la institución 
internacional de las cotizaciones ya pagadas. 
Esta transferencia se referiría a la totalidad 
de las cotizaciones, es decir, tanto a la parte 
pagada por el asegurado como por el em­
presario. Además, sobre el importe transfe­
rido, el organismo deudor pagaría el 4 °/o de 
interés compuesto. Esta solución implicaría 
una ventaja importante para los funcionarios 
internacionales en relación con los asegura­
dos normales, ya que estos últimos sólo ten­
drían derecho, como rescate, tras cumplir 
un período de prueba de 30 meses, a la mi­
tad de las cotizaciones pagadas y ello sin in­
tereses. En cambio, la posibilidad de optar 
por el equivalente actuarial no existiría en la 
legislación luxemburguesa, dado que ésta no 
conoce el concepto de equivalente actuarial. 

El Gobierno luxemburgués señala además 
que la Ley de 23 de mayo de 1984 reformó 

el sistema de financiación de los regímenes 
de pensión contributivos adoptando el prin­
cipio del reparto y suprimiendo el de la capi­
talización. Según dicho principio, las presta­
ciones de pensión de los asegurados actuales 
serían pagadas mediante las cotizaciones de 
los asegurados futuros. No sería compatible 
con este sistema que derechos inmediata­
mente realizables vinieran a gravar ya ac­
tualmente la situación financiera del orga­
nismo de pensión en cuestión. 

Por último, el Gobierno luxemburgués con­
cluye, tras analizar la jurisprudencia del Tri­
bunal de Justicia, que ésta no ha solucio­
nado todavía la cuestión controvertida. Por 
otra parte, el Gobierno luxemburgués niega 
cualquier discriminación de los funcinarios 
europeos en relación con los asegurados que 
se incorporan a un servicio público luxem­
burgués, subrayando que, según el artículo 
18 de la Ley de 16 de diciembre de 1963, 
hay en las dos situaciones transferencia de 
cotizaciones y, por consiguiente, trato idén­
tico para el asegurado que deja el régimen 
contributivo. Si hubiera una discriminación 
del funcionario comunitario, sólo sería im­
putable al régimen que lo acoge. 

Por último, el Gobierno luxemburgués se­
ñala que, desde la reforma de la financia­
ción del seguro pensión mediante la Ley de 
23 de mayo de 1984, las colectividades ya 
no intervienen en las prestaciones, sino úni­
camente en el nivel de las cotizaciones. La 
Comisión partió pues, según el Gobierno lu­
xemburgués, de falsas premisas y llegó a 
conclusiones erróneas. 

El Gobierno de la República Francesa, co­
adyuvante en apoyo de las conclusiones del 
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Gobierno luxemburgués, estima asimismo 
que la tesis de la Comisión, según la cual es 
siempre posible la transferencia del equiva­
lente actuarial, no está justificada y no tiene 
en cuenta la diversidad de los regímenes na­
cionales en materia de pensiones. Sobre 
todo en un régimen por reparto —como el 
vigente en Francia— el concepto de equiva­
lente actuarial o de derechos adquiridos por 
un determinado importe de prestaciones 
apenas tendría sentido. En efecto, en un ré­
gimen semejante, los interesados sólo ten­
drían derecho al reparto de la masa finan­
ciera disponible en el momento de su jubila­
ción en función del conjunto de las cotiza­
ciones aportadas por los activos en aquel 
momento. Así, sus cotizaciones efectivas 
sólo servirían para calcular la proporción de 
derechos de giro de los que podrían dispo­
ner sobre esta masa. Por consiguiente, a 
falta de equivalente actuarial o de derechos 
adquiridos, la transferencia sólo podría ha­
cerse con arreglo al método del rescate. 

El Gobierno francés estima pues, al igual 
que el Gobierno luxemburgués, que el apar­
tado 2 del artículo 11 del anexo VIII del 
Estatuto debería interpretarse en el sentido 
de que ofrece a los interesados la facultad 
de transferir sus derechos a pensión al régi­
men de pensiones de las Comunidades sin 
concederles por ello el derecho a elegir por 
sí mismos entre los dos modos de cálculo 
previstos. En su opinión, incumbe más bien 
a la legislación nacional en materia de pen­

sión determinar la modalidad según la cual 
ha de efectuarse la transferencia. 

El Gobierno del Reino Unido comparte este 
punto de vista. Señala en primer lugar que 
el apartado 2 del artículo 11 contempla úni­
camente los regímenes de pensión profesio­
nales. Por consiguiente, no se refiere a los 
sistemas generales de seguridad social que 
comprenden las prestaciones del seguro de 
vejez, paro y enfermedad, así como los sub­
sidios de seguridad social. El litigio en cues­
tión no trata del régimen nacional británico 
de seguridad social. Ésta es la razón por la 
que este Gobierno solicita al Tribunal de 
Justicia que evite cualquier declaración de-
masidado general, que dé a entender que el 
apartado 2 del artículo 11 se aplica de ma­
nera amplia al conjunto de los regímenes de 
seguridad nacionales, independientemente 
de su carácter, y que limite su decisión en el 
caso de autos a los regímenes de pensión 
profesionales. Al mismo tiempo, insiste en la 
importancia que tienen en el Reino Unido 
estos regímenes, de los que existen diversos 
tipos con características que varían de uno a 
otro. Al analizar detalladamente los regíme­
nes más importantes aplicados en el Reino 
Unido, el Gobierno británico concluye que, 
en los regímenes basados en el último salario, 
sería sin lugar a dudas posible determinar el 
equivalente actuarial sin que fuera posible 
calcular la cantidad global de rescate en el 
sentido de las definiciones dadas por el Tri­
bunal de Justicia en su jurisprudencia ante­
rior. En cambio, en los regímenes basados 
en las cotizaciones, no existe en su opinión 
un equivalente actuarial mientras que es po­
sible determinar la cantidad global de res­
cate. Por ello, estaría excluido ratione maté­
riáé adoptar la transferencia del equivalente 
actuarial como regla general. Darle al inte­
resado la facultad de optar por el equiva­
lente actuarial equivaldría pues a concederle 
una ventaja por la cual no ha cotizado nada 
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y que iría a cargo de los demás asegurados 
del régimen que él abandona, ventaja que 
no podría limitarse por otra parte a los fun­
cionarios que entren al servicio de una insti­
tución comunitaria, sino que debería am­
pliarse a todos los demás funcionarios. 

Al analizar el texto de la disposición contro­
vertida, así como la jurisprudencia anterior 
del Tribunal de Justicia, el Gobierno britá­
nico alega que, para ajustarse al criterio for­
mulado por el Tribunal de Justicia en su ju­
risprudencia anterior (sentencia de 23 de 
enero de 1986, Soma, 171/84, Rec. 1986, 
p. 173), a saber «garantizar el paso desde 
un sistema de seguro nacional al sistema co­
munitario», basta con que el funcionario 
disponga al menos de uno de los dos méto­
dos, sin tener necesariamente derecho a ele­
gir por sí mismo entre ellos. En su opinión, 
este enfoque responde perfectamente a la 
diversidad de los métodos vigentes en los 
Estados miembros en materia de pensión de 
jubilación, basados en técnicas diferentes de 
contribución a una caja de jubilación. El 
Gobierno británico precisa pues que el equi­
valente actuarial puede transferirse en cual­
quier caso de derechos a pensión adquiridos 
cuando su importe pueda determinarse y la 
pensión haya de ser liquidada posterior­
mente, según la legislación nacional. En 
cambio, si la pensión no tiene ninguna rela­
ción con el salario o si su importe no puede 
determinarse por otra razón, de manera que 
sea imposible calcular el equivalente actua­
rial, no existe en su opinión un derecho ad­
quirido que pueda ser transferido en tal 
concepto. 

Además, el Gobierno británico estima que 
en realidad el fin de la Comisión es modifi­
car la disposición en cuestión, lo que no co­
rresponde hacer al Tribunal de Justicia sino 
al Consejo, tras haber considerado las dife­
rentes dificultades prácticas que se plantean. 
En cualquier caso, el «derecho de opción» 
deseado por la Comisión implicaría, si se 
aplicara sistemáticamente en todo el Reino 
Unido, consecuencias extremadamente 
graves. 

Por último, el Gobierno británico alega que 
ni la transferencia del equivalente actuarial 
ni el de la cantidad global de rescate podría 
garantizar por sí misma la transferencia de 
los «derechos adquiridos» por el interesado, 
a falta de disposiciones adecuadas en el Es­
tatuto. En efecto, para ello sería necesario 
que le concediera el mismo número de 
anualidades en el régimen comunitario que 
anteriormente, cualquiera que fuera el valor 
concreto del importe transferido. Sin em­
bargo, resulta en su opinión del último pá­
rrafo de la disposición controvertida que la 
Comunidad no tendría ninguna obligación 
de esta clase. Además, el Gobierno británico 
subraya que a ningún funcionario comunita­
rio debe concederle el Tribunal de Justicia 
un derecho semejante en razón únicamente 
a su condición de funcionario europeo, te­
niendo en cuenta el principio de reciproci­
dad que es, en su opinión, de importancia 
capital en la evolución de la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia. 

K. Bahlmann 
Juez Ponente 
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